El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:
Auto – Confirma rechazo demanda
Radicación Nro.: 
66001-31-03-004-2018-00703-01
Proceso:                
Ordinario
Demandante:
Clínica Los Rosales S.A.
Demandado:
La Nación – Ministerio de Salud y de la Protección Social
Magistrada Ponente: 
Claudia María Arcila Ríos

TEMAS:
RECHAZO DE DEMANDA / PROCEDE CUANDO NO SE SUBSANAN TODOS LOS DEFECTOS ADVERTIDOS A LA DEMANDA / O CUANDO AL RECURRIR EL AUTO DE RECHAZO NO SE IMPUGNAN LA TOTALIDAD DE DICHAS CAUSAS.

El artículo 90 de la misma obra prevé los casos en que la demanda puede ser inadmitida: cuando no reúne los requisitos formales; no se aportan los anexos que ordena la ley; se acumulan indebidamente varias pretensiones; se carece del derecho de postulación o el demandante incapaz no actúa por medio de su representante; no contenga el juramento estimatorio, siendo necesario; y no se acredite que se agotó la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. En esos casos, el juez debe señalar los defectos de que adolece para que el demandante los subsane en el término de cinco días. (…)

… la parte demandante, al sustentar el recurso frente al auto que rechazó la demanda porque no se corrigieron los defectos que se anotaron en el auto que la inadmitió, insistió en la competencia de los jueces laborales para conocer de asunto como el que propuso, y en últimas, dijo que no podía adecuar la demanda a un proceso ejecutivo… y tampoco podía aportar la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad, porque el tiempo otorgado para ello resultaba insuficiente.

Es decir, no corrigió la demanda en relación con el vicio que se anotó en el literal a) de la providencia por medio de la cual se inadmitió, pero además omitió pronunciarse en relación con los demás defectos que a juicio del juzgado presentaba aquel escrito y tampoco los subsanó.

Esa última razón resulta suficiente para mantener el auto impugnado, pues así se atendieran en esta sede los argumentos del recurrente, la decisión sería la misma: rechazar la demanda porque no se corrigieron todos los vicios que a juicio del juzgado presentaba el escrito con el que se pretende dar inicio a la acción.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA 

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, noviembre veintinueve (29) de dos mil dieciocho (2018)

Expediente 66001-31-03-004-2018-00703-01
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante frente al auto proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 12 de octubre del presente año, en el proceso instaurado por la Clínica Los Rosales S.A., contra la Nación-Ministerio de Salud y de la Protección Social.

ANTECEDENTES
1. Con la acción instaurada pretende la actora se declare que la demandada tiene la obligación legal y constitucional de reconocerle y cancelarle la suma de $267.136.160 por concepto de servicios de salud prestados a pacientes que han sufrido accidentes de tránsito, fueron víctimas de acciones terroristas y catástrofes naturales, de acuerdo con las facturas y soportes que enlista, así como los intereses moratorios, liquidados a la tasa legal permitida. 

2. Por reparto le correspondió el asunto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, autoridad que mediante auto de 3 de octubre de 2017 rechazó de plano la demanda por falta de competencia por el factor territorial y señaló que correspondía  conocer de ella al Juez Laboral del Circuito – Reparto – de la ciudad de Bogotá.

3. El Juzgado Catorce Laboral del Circuito de Bogotá, al que correspondió la actuación, mediante providencia del 4 de diciembre siguiente se declaró también incompetente para conocer del asunto y suscitó el conflicto de competencia negativo que fue resuelto por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que se la adjudicó al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, sin perjuicio de que examinara la competencia con arreglo al criterio establecido por esa Corporación en providencia APL2642-2017, actualmente vigente, que asignó el conocimiento de asuntos como el que aquí se ventila, a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil. 

4. Con fundamento en dicha providencia, el referido despacho rechazó la demanda por falta de competencia y ordenó remitirla al Juzgado Civil del Circuito de esta ciudad, correspondiéndole por reparto al Cuarto, que por auto del 2 de octubre último la inadmitió para que se corrigieran los defectos que a su juicio presentaba. 

5. Inconforme con esa decisión, la abogada que la formuló interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación.

6. Por auto del 12 del mismo mes, el despacho de primera sede rechazó tal medio de impugnación de conformidad con el artículo 90 del Código General del Proceso; también la demanda porque no se corrigió.

7. Contra esta última decisión, la misma profesional del derecho interpuso recurso de reposición; como la funcionaria se mantuvo en su decisión, concedió el recurso que se propuso como subsidiario, de cuyo análisis se ocupa la Sala. 

CONSIDERACIONES 

1. Corresponde decidir si tuvo razón la funcionaria de primera instancia al inadmitir la demanda y luego rechazarla porque la parte actora no la corrigió en el término que para ese efecto le concedió, fin para el cual, de acuerdo con la competencia que otorga a esta Sala el artículo 328 del Código General del Proceso, solo se analizarán los argumentos planteados por la impugnante al sustentar el recurso de apelación.

2. Los artículos 82 y 83 del Código General del Proceso señalan los requisitos formales que debe reunir la demanda con la que se promueva un proceso y el 84 enlista los anexos que a ella deben aportarse.

El artículo 90 de la misma obra prevé los casos en que la demanda puede ser inadmitida: cuando no reúne los requisitos formales; no se aportan los anexos que ordena la ley; se acumulan indebidamente varias pretensiones; se carece del derecho de postulación o el demandante incapaz no actúa por medio de su representante; no contenga el juramento estimatorio, siendo necesario; y no se acredite que se agotó la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. En esos casos, el juez debe señalar los defectos de que adolece para que el demandante los subsane en el término de cinco días.

El rechazo de la demanda, como actuación que surge de la iniciativa del juez, impone la obligación de verificar si alguna de las circunstancias previstas en la ley para tal cosa se ha producido y que consagra la última norma citada, que manda proceder en tal forma, entre otros casos, cuando inadmitida y concedido el término de cinco días para corregirla, no se subsanan los defectos anotados.

3. En el asunto bajo estudio, la demanda fue inadmitida por las siguientes razones: a) “…Como el poder está otorgado para un proceso ordinario laboral y en las pretensiones también se solicita que se declare que la parte demandada tiene la obligación de reconocer y cancelar el valor de los servicios prestados, se deberá aclarar si lo que se demanda es el reconocimiento de las obligaciones contenidas en las facturas o la ejecución de las mismas; caso en el cual deberá adecuar tanto el poder como demanda, además de aplicar las normas que para el caso establece el Código General del Proceso; de tratarse de un proceso verbal para el reconocimiento de las obligaciones, se deberá aportar la audiencia de conciliación extrajudicial de que trata el artículo 38 de la Ley 640 de 2001; b) “…Se deberá aportar copia de la demanda con sus anexos, en medio física (sic)  y magnética (sic) para el traslado a la parte demandada y para el archivo del Juzgado…”; c) “…se deberá suministrar el lugar, dirección física y electrónica, tanto de la parte demandante como la de sus apoderadas; y d) “…Se deberán organizar las facturas tal como se anuncia en las pretensiones, es decir, organizarlas de manera consecutiva y no aleatoria, con sus correspondientes recobros, glosas, y demás documentos debidamente foliados, procurando que cada cuaderno contenga los informes completos.”

4. Como dentro de ese plazo no se corrigieron los defectos enlistados, se produjo el rechazo de la demanda.

5. En el escrito por medio del cual se sustentó el recurso contra esa providencia, empezó la apoderada de la parte actora por hacer un recuento de lo acontecido en el plenario, para terminar criticando el auto que rechazó la demanda, que dice, da al traste con el derecho de acceder a la administración de justicia y lograr  el restablecimiento de los derechos que le han sido conculcados, sometiéndolo a las  consecuencias de la inseguridad jurídica en relación con la competencia para conocer de este asunto, no obstante el precedente del Consejo Superior de la Judicatura, única autoridad “estatuida por Ley” para definir conflictos negativos de competencia.

Luego dijo que lo que pretende es el reconocimiento de un derecho, frustrado en la vía administrativa y explicó las razones por las que considera, la entidad demandada debe cancelarle las sumas que reclama por los servicios prestados, de lo que concluye que no hay posibilidad de ajustar lo pretendido con ninguno de los medios “de control de lo civil, y menos de la acción ejecutiva… toda vez que lo que se pretende es la declaración de un derecho…” 

Insiste en que de la acción debe conocer la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral y que lo que se reclama en este asunto corresponde a obligaciones constitucionales y legales, no son contractuales ni extracontractuales, derivadas de un título ejecutivo, por lo que no puede ajustar la demanda a dicha acción; las facturas aportadas son solo pruebas del reembolso “que se pretende judicialmente al resultar fallido en sede administrativa” y concluye que la imposición de aquella carga y como la de aportar la conciliación judicial como requisito de procedibilidad resultan imposibles de cumplir en el término otorgado.
Transcribió jurisprudencia que consideró aplicable al caso y concluyó que no se le puede sancionar con la pérdida del derecho a la administración de justicia, cuando acudió al trámite ordinario laboral para reclamar el reembolso de las sumas de dinero a que se refiere en la demanda, no en virtud de un título ejecutivo, sino de un reembolso reglado por las leyes respectivas.

Solicita se reponga el auto impugnado y se admita la demanda en las condiciones presentadas.

6. Como se infiere del anterior resumen, la apoderada de la parte demandante, al sustentar el recurso frente al auto que rechazó la demanda porque no se corrigieron los defectos que se anotaron en el auto que la inadmitió, insistió en la competencia de los jueces laborales para conocer de asunto como el que propuso, y en últimas, dijo que no podía adecuar la demanda a un proceso ejecutivo, porque las facturas no constituyen título como el que se exige en esa clase de procesos y tampoco podía aportar la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad, porque el tiempo otorgado para ello, resultaba insuficiente.

Es decir, no corrigió la demanda en relación con el vicio que se anotó en el literal a) de la providencia por medio de la cual se inadmitió, pero además omitió pronunciarse en relación con los demás defectos que a juicio del juzgado presentaba aquel escrito y tampoco los subsanó.

Esa última razón resulta suficiente para mantener el auto impugnado, pues así se atendieran en esta sede los argumentos del recurrente, la decisión sería la misma: rechazar la demanda porque no se corrigieron todos los vicios que a juicio del juzgado presentaba el escrito con el que se pretende dar inicio a la acción.

Es decir, aunque tuviera razón el impugnante y así se concluyera que la demanda no pudo ser inadmitida por la primera razón invocada en el auto inadmisorio, la decisión de rechazarla se produciría de todos modos porque no corrigieron las demás.
7. Se confirmará entonces el auto impugnado sin que haya lugar a imponer condena en costas al recurrente, porque no aparecen causadas.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil - Familia, 

R E S U E L V E:

1º CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 12 de octubre de este año en el proceso instaurado por la Clínica Los Rosales contra la Nación-Ministerio de Salud y de la Protección Social.

2º Sin costas.

3º Ejecutoriado el presente auto, vuelva el proceso al juzgado de origen.

Notifíquese,

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
�  Cuaderno principal, folio 8552.
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